






































Los argumentos han sido diversos y abarcaron desde el mal desempeño, la corrup-
ción, el terrorismo de Estado, pasando por la crisis de 1999, la declaración de
inamovilidad de sus cargos, la obligación de ternar a los magistrados y fiscales que
concursarán por sus cargos y ni qué decir de las conexiones, instrumentaciones de
políticos a los integrantes del Poder Judicial, principalmente a los ministros de la
Corte Suprema de Justicia, que fueran grabadas, dejando al desnudo la procacidad
de sus conductas.
Resulta conveniente señalar que en nuestros informes anuales, desde el año 1999
hemos alertado sobre la gravedad de la resolución del Senado, avalada por el Poder
Ejecutivo, que pretendía confirmar a cinco de los ministros de la Corte Suprema de
Justicia y determinar la cesantía de tres de ellos en abril del año 2000.
Este atropello a la normativa constitucional –que al final de cada periodo de cinco
años de los magistrados del Poder Judicial, incluidos los ministros de la Corte Supre-
ma de Justicia, impone la articulación de los mecanismos de llamar a concurso de nue-
vos postulantes por parte del Consejo de la Magistratura, iniciándose así la designación
de los sustitutos para los cargos vacantes– deslegitimó a una Corte Suprema de Justicia
que ya tenía vicios de inconstitucionalidad en su conformación inicial.
Estalla la crisis del sistema de justicia
Luis Emilio Escobar Faella
Fundación para la Reforma del Estado (FUNPARE)
Las elecciones de las autoridades políticas del 2003 se han realizado
precedidas de discursos fuertemente críticos al sistema de justicia
en general, a los ministros de la Corte Suprema de Justicia y al Fiscal



































Al desatino político sucedió el jurídico, protagonizado por la Corte Suprema de Jus-
ticia al impugnar de inconstitucional la resolución del Senado y declarar su
inamovilidad hasta los 75 años a través de una interpretación retorcida y falaz de la
Constitución Nacional, que con total falta de disimulo buscó única y exclusivamente
mantener en el poder a los actuales ministros, haciendo tabla rasa de los principios
de hermenéutica jurídica más elementales.
Como si todo esto fuera poco, el Senado había comunicado al Consejo de la Magis-
tratura la conclusión del mandato constitucional de los ministros de la Corte Supre-
ma de Justicia para que éste llamara a concurso por los mecanismos establecidos a
fin de llenar las vacancias. Pero he aquí que los usurpadores rocambolescos de la
Corte Suprema de Justicia advirtieron al Consejo de la Magistratura y ordenaron que
se abstengan y suspendan el llamado a concurso, con lo cual quedó consumada la
quiebra del orden jurídico constitucional y el cumplimiento del rol fundamental de
las instituciones vertebrales de la República.
Los distintos sectores políticos con representación parlamentaria han planteado la
remoción de los ministros de la Corte Suprema de Justicia apelando a distintos jus-
tificativos, como también a diversos objetivos no siempre muy claros pero que apun-
tarían al mejoramiento del sistema de justicia.
Al tiempo de escribir este informe se tienen como resultados concretos un acuerdo
político entre los distintos sectores con representación parlamentaria, que decidie-
ron remover a seis ministros de la Corte Suprema de Justicia a través del juicio
político. Ellos son: Bonifacio Ríos, Luis Lezcano Claude, Carlos Fernández Gadea,
Felipe Santiago Paredes, Raúl Sapena Brugada y Jerónimo Irala Burgos.
Los dos últimos nombrados, al tener noticia de la decisión política, han presentado
sus renuncias, señalando que el juicio político tenía un resultado preanunciado y de
nada valdrían los argumentos de la defensa.
Los demás ministros de la Corte Suprema de Justicia han iniciado un fuerte lobby
político buscando evitar la instancia del juicio político o del resultado predetermina-
do, instalando una polémica absurda, lejos de esclarecer el mal desempeño, la co-
rrupción y el manoseo que fue una constante del Poder Judicial en todos estos años.
Semanas después a las dos primeras renuncias se ha sumado la renuncia del Dr.
Felipe Santiago Paredes, quien una vez conocida las acusaciones en su contra y la
firme voluntad de los grupos parlamentarios de impulsar la destitución de los cuatro
miembros de la Corte (Felipe S. Paredes, Bonifacio Ríos Ávalos, Carlos Fernández
Gadea y Luis Lezcano Claude), presentó su descargo, y luego renunció, arguyendo la
falta de legitimidad del juicio político montado para su destitución.
Las acusaciones respecto a Bonifacio Ríos Ávalos, Carlos Fernández Gadea y Luis
Lezcano Claude han sido presentadas por la Cámara de Diputados a la de Senadores
y ésta se encuentra impulsando la implementación del juicio político, que se inicia-






































Los cargos que se presentaron aluden a la resolución por la cual fueron declarados
vitalicios, al caso denominado “de los narcoaviones”, el denominado de “las cro-
quetas de oro”, las conversaciones telefónicas que ponen de manifiesto la injerencia
de políticos en el manejo del Poder Judicial y otras no menos graves.
LAS CAUSAS DE LA CRISIS
El golpe del 2 y 3 de febrero de 1989 no fue producto de un movimiento político que
buscara un cambio programático de la estructura jurídica y política del país, sino una
pelea entre los grupos fácticos que detentaban el poder en dicho momento y el objetivo
real no era otro que desplazar a un grupo y que el otro asumiera la  hegemonía.
Desde la proclama y los cambios estructurales que debieron hacerse más por pre-
sión de la comunidad internacional que la de los sectores políticos y la sociedad
civil, se han llevado a cabo, con vicios propios de la política criolla que buscaban
mantener a grupos de poder fáctico de características mafiosas que medran al am-
paro de cuanta actividad delictuosa pudieran realizar para obtener dinero fácil para
enriquecerse y sostener un sistema político prebendario y nepotista.
Los partidos de oposición y los nuevos grupos políticos emergentes no solo no han
podido cambiar este sistema, sino que en todos los casos han apelado a él en las
ocasiones en que tuvieron acceso al poder.
En estas condiciones se llega a la Convención Nacional Constituyente del año 1992,
en la que se plantea una aparente reforma estructural profunda del Poder Judicial,
incorporando institutos –que en otros países, como España e Italia, han dado bue-
nos resultados para instaurar una justicia independiente e imparcial– como: el Con-
sejo de la Magistratura, el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, la figura jurídi-
ca de la inamovilidad en los cargos y otras.
Pero he aquí que la perversión de los políticos ha desnaturalizado estas instituciones
y así el mandato constitucional previsto en el artículo 264, inciso 1, que impone al
Consejo de la Magistratura a proponer las ternas de candidatos para integrar la
Corte Suprema de Justicia, previa selección basada en la idoneidad, con considera-
ción de méritos y aptitudes, y elevarlas a la Cámara de Senadores para que los desig-
ne con acuerdo del Poder Ejecutivo, nunca ha sido cumplido en la concepción pre-
vista por la Constitución.
A nadie escapa que el mandato de la previa selección basada en la idoneidad requiere de
un procedimiento que establezca criterios que hagan posible la ponderación objetiva del
requisito de la idoneidad como también la consideración de los méritos y aptitudes.
Los modernos conceptos de gestión de personas permiten acceder a herramientas efi-
cientes y eficaces para dar cumplimiento con objetividad al mandato constitucional.
Pero es el caso que en el Consejo de la Magistratura nunca existió ningún interés en
activar estos mecanismos y sí en realizar una selección subjetiva que responda a los



































Bajo estas consignas se pergeñó el famoso pacto de gobernabilidad, que dio como resul-
tado la conformación en el año 1995 de una Corte Suprema de Justicia basada en cuotas
de poder, haciendo tabla rasa de los preceptos constitucionales ya enunciados.
Asimismo, la selección del Fiscal General del Estado, los demás magistrados y fisca-
les ha sido realizada con los mismos criterios, contrariando el requisito del examen
establecido en el inciso 2 del artículo 264 de la Constitución Nacional ya mencionado.
El concepto de examen establecido en la Constitución no puede ser otro que el de
oposición o concurso y nunca puede ser reemplazado por una simple apreciación
subjetiva respecto de los postulantes.
Esto revela la perversión de todo el sistema constitucional previsto para la selección
y designación de los miembros del Poder Judicial, y como lógica consecuencia ha
traído aparejada una judicatura altamente dependiente y manipulada por los secto-
res políticos y fácticos que se enseñorean con características mafiosas en las estruc-
turas de las instituciones de la República y en la economía toda.
Los casos que se han puesto de manifiesto y que se invocan como causales de desti-
tución son paradigmáticos y demuestran hasta qué punto la procacidad y desver-
güenza es la constante de un Poder Judicial que más tiene de mercaderes que de
defensores del derecho y la justicia.
LA JUSTICIA EN LA COYUNTURA ACTUAL
El mal llamado proceso de reforma del sistema de justicia no es tal ya que no existe
un análisis crítico y una propuesta programática que defina el perfil del sistema de
justicia y el modo de garantizar los preceptos constitucionales ya enunciados.
 Los políticos de siempre y algunos que recién han arribado a la política simplemen-
te buscan un cambio de hombre y de nombres que administrarán justicia con un alto
contenido de subjetividad y con ningún criterio de reforma estructural.
Nada hace pensar que los mandatos de la Constitución van a ser respetados y sí que
seguirá el reparto de cuotas de poder en la justicia, con lo que todo hace presumir
que los viejos vicios seguirán siendo la tónica cotidiana de nuestro sistema.
Si bien el Presidente y el Vicepresidente de la República tienen un alto índice de
confianza ciudadana, así como de la comunidad internacional, no es menos cierto que
los grupos conservadores y los poderes fácticos siguen presionando fuertemente para
impedir cualquier transformación estructural del caduco Estado paraguayo.
La justicia es solo una muestra de la manipulación política. La Constitución Nacional
sigue siendo violada en sus postulados fundamentales, como es el caso de los artícu-
los 46 y 47 de la Carta Magna, fundamentalmente el inciso 3 de este último, que
dispone la igualdad para el acceso a las funciones públicas no electivas sin más
requisitos que la idoneidad. Esto tiene su complementación con la Ley de la Función






































ingreso a la función pública en transgresión a la presente ley o sus reglamentos será
nulo cualquiera sea el tiempo transcurrido. Los actos del afectado serán anulables
sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que pudiera corres-
ponder a los responsables del nombramiento.
Como puede verse, el país se debate en una verdadera anarquía jurídica pues a los
tres poderes del Estado les importa un bledo la Constitución y las leyes y se maneja el
país como un feudo privado en el cual los ciudadanos carecen del respeto elemental
de sus derechos y el “amiguismo”, el prebendarismo, el nepotismo y el caudillismo
son las prendas de virtud y los méritos tenidos en cuenta al momento de realizarse
las designaciones.
En estas condiciones el resultado está a la vista: el gobierno y los poderes del Estado
no se hayan sujetos a la Constitución ni a la ley, sino al mandato de las mafias, que
explica como fruto de ello un país con el mayor índice de corrupción en Latinoamérica
y en el cuarto puesto a nivel mundial. Un país donde se enseñorea el narcotráfico, la
piratería, el lavado de dinero, el autotráfico, los asaltos, los secuestros y toda la
panoplia de delitos que seamos capaces de imaginar, sin que exista un sistema de
justicia y mucho menos una política criminal capaz de hacer frente a tantos desma-
nes.
La Policía Nacional y las Fuerzas Armadas no son sino partes del mismo sistema y
esto hace que a diario se revelen hechos que muestran el involucramiento de sus
miembros en toda la gama de hechos antijurídicos.
RENOVACIÓN O REFORMA
Aún cuando existe consenso ciudadano respecto a la falta de confianza y credibili-
dad de la Corte Suprema de Justicia, encuestas de opinión dan el 97% de intención
de cambio total o parcial de los ministros de la Corte Suprema de Justicia, lo que
revela la percepción ciudadana sobre el tema y pone de manifiesto el imperativo de
que las instituciones republicanas solo son eficaces en la medida en que sus destina-
tarios consideran que les son útiles.
La ciudadanía se ha vuelto cada vez más critica en Latinoamérica y están a la vista los
acontecimientos que concluyeron con la renuncia de De la Rúa en la Argentina y
Sánchez de Lozada en Bolivia, que revelan que el pueblo defiende intereses concre-
tos  y no está dispuesto a aceptar políticas y decisiones que atentan en su contra. Lo
propio ha ocurrido con el llamado “Marzo Paraguayo”.
No obstante esto y el reclamo ciudadano de un sistema de justicia que garantice
mínimamente sus derechos, la clase política encargada de materializarlo apela nue-
vamente a pactos que hablan de renovación o reforma del Poder Judicial, apartán-
dose de los principios y mecanismos establecidos por la Constitución Nacional, sin
percatarse que están creando una crisis institucional al debilitar las instituciones



































Es así que se cuestiona duramente las manifestaciones que señalan que el resultado
del juicio político ha sido acordado entre el Poder Ejecutivo y los líderes de partidos
políticos y que la destitución es el resultado seguro. Por otra parte, los criterios para
promover el juicio político no han sido iguales para todos los ministros, puesto que
algunos, a quienes se les atribuye las mismas causas y responsabilidades, han sido
sustraídos apelando a criterios estrictamente partidarios.
Esto pone de manifiesto que los conceptos de renovación o reforma se hallan total-
mente vacíos de contenido, ya que en ningún momento se ha presentado ninguna
propuesta que mínimamente pudiera exponer lo que se pretende respecto al Poder
Judicial y a los mecanismos para hacerlo eficiente y eficaz.
La Constitución de 1992 ha introducido instituciones y mecanismos que permiten la
construcción de un Poder Judicial medianamente independiente e imparcial, pero la
letra y el espíritu de la Constitución han sido permanentemente desvirtuados a fin de
que no den los resultados esperados y posibiliten la designación de personas que
responden a los grupos fácticos y mafiosos, que en definitiva son los que manipulan
a los políticos y a los representantes de las instituciones, desde el Poder Ejecutivo al
Judicial, a fin de mantener sus privilegios y enseñorearse en las actividades capo -
mafiosas, que son la constante en la economía informal paraguaya.
Tanto el Poder Ejecutivo como el Legislativo no han articulado una propuesta clara
que contenga el qué hacer con el Poder Judicial, con el cumplimiento de la Constitu-
ción y qué se espera en el corto, mediano y largo plazo de ese poder del Estado.
Estos actores y los que se mueven tras bambalinas dan la impresión de que estamos
ante un nuevo ensayo de repartir los cargos de justicia e insertar representantes
advenedizos para complementar el poder político que ostentan e instrumentan sus
intereses y las futuras contiendas electorales que protagonizarán en el futuro.
EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA
Esta institución no ha podido consolidarse y su función ha sido permanentemente
pervertida por los políticos y diversos sectores de poder, promoviendo en violación
a todos los preceptos constitucionales y legales la digitación de los ternados tanto de
la Corte Suprema de Justicia como de los magistrados y fiscales, en base a criterios
subjetivos e intereses espurios.
Este es el primer eslabón que explica la justicia perversa que tenemos y los miem-
bros corruptos que la integran, y no existen muestras de que en esta coyuntura
histórica vayan a variar un ápice en su accionar.
Es así que aún cuando diversos sectores políticos y desde el propio Poder Ejecutivo
se invita a doctores en derecho a presentarse a postular sus candidaturas a ministros
de la Corte Suprema de Justicia, hasta hoy no existe un reglamento mínimo, elemen-
tal, que haga presumir el cumplimiento del mandato constitucional de selección en
base a la idoneidad. El llamado a concurso para llenar las vacancias de los dos






































que mínimamente se precie de ser digno, capaz e inteligente no podría concursar so
pena de prostituirse a los designios de los políticos de turno y actuar como convida-
do de piedra para relleno de ternas digitadas, resultado de componendas
extrainstitucionales.
Al propio tiempo que se demanda al Consejo de la Magistratura esta labor de selec-
ción, se encuentran concluyendo sus mandatos los representantes del gremio de
abogados ante el Consejo, postulándose abogados que están o han estado en esta
dependencia y que invocan la necesidad de la reglamentación de los concursos,
pero a través de mecanismos burocráticos que llevarán su implementación a las
calendas griegas, cuando que si había voluntad política, esto podría realizarse por
simple resolución de la institución.
EL JURADO DE ENJUICIAMIENTO DE MAGISTRADOS
Otra de las instituciones del sistema judicial, que como todas adolece de los mismos
vicios y perversiones, es el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, que cumplía el
papel de Torquemada, resucitando la Inquisición para atemorizar a jueces y fiscales
que osaban molestar a los poderosos de las mafias, a quienes debían brindar protec-
ción e impunidad con los demás miembros del sistema.
Los casos concretos que ilustran y prueban estas afirmaciones son numerosos y
aterradoramente ilustrativos, pero este espacio no da para desarrollarlos. Sin duda,
en un proceso serio de implementación del Estado Social de Derecho ameritaría una
comisión parlamentaria de investigación a fin de echar luz y rectificar rumbos.
Para citar solo unos pocos sobre los cuales se han gastado ríos de tinta y de espacios
mediáticos mencionamos a los fiscales Nissen y Petta y que los últimos presidentes
del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados han tenido en su poder lujosos auto-
móviles Mercedes Benz robados en Brasil.
Al escribir estas líneas, el Presidente del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, Luis
Caballero Krauer (representante del Poder Ejecutivo ante dicho Jurado), ha devuelto el
vehículo robado que tenía en su poder, intentando con ello eludir su responsabilidad.
El Presidente de la República ofreció el cargo de representante del Poder Ejecutivo
ante el Consejo de la Magistratura al Dr. Guillermo Delmás Frescura, jurista y cate-
drático de vasta experiencia que bien podría encarar el cumplimiento de la Constitu-
ción y la ley, y siendo representante del Ejecutivo su actuación servirá para medir su
voluntad política de construir la justicia que se pregona y pasar del discurso a la
acción concreta.
La Policía Nacional, el sistema de justicia y la seguridad ciudadana
La Policía Nacional es una de las instituciones más corruptas y macabras de la Repú-
blica. El Archivo del Terror es apenas un testimonio de la escoria que sometió al



































El único intento de diagnosticar la situación se dio con el apoyo del Programa de
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y el trabajo del consultor Nieto Loaizza, que
elogiáramos hace tres años atrás, y que sin embargo, a pesar del tiempo transcurrido, no
se ha hecho el intento serio y responsable que se requería para transformar la Policía
Nacional, liberándola de sus viejos moldes y manejos de instrumento dictatorial y autori-
tario, convirtiéndola en la institución democrática prevista en la Constitución.
La crónica diaria da cuenta y prueba fehacientemente de lo que siempre hemos
venido denunciando: la alta corrupción en la Policía y su vinculación con las mafias
organizadas. Los cambios anunciados son solo de fachada y no se explicita ningún
cambio estructural que permita suponer que habrá mejorías. De hecho, se pretende
y se reclama y provee más equipos, vehículos, armas, chalecos y remuneraciones,
los que por sí solos no pueden revertir una estructura que por décadas ha estado
preparada para servir a los intereses del poder real de turno.
Hasta que no se articule una política criminal multidisciplinaria e interinstitucional
que aborde en profundidad la etiología del delito y la estructura de su prevención y
persecución, la Policía Nacional seguirá siendo cómplice de los facinerosos. La preten-
sión de hablar de seguridad ciudadana utilizando a ingenuos ciudadanos en tareas de
vigilancia no es sino una falacia para ocultar las verdaderas falencias de la institución.
LA JUSTICIA PARALELA DE LAS FUERZAS ARMADAS
A pesar del texto clarísimo de la Constitución Nacional, que en su artículo 174 dispo-
ne que “los tribunales militares sólo juzgarán delitos y faltas de carácter militar,
calificados como tales por la ley, y cometidos por militares en servicio activo. Sus
fallos podrán ser recurridos ante la justicia ordinaria. Cuando se trate de un acto
previsto y penado, tanto por la ley penal común como por la ley penal militar en
servicio activo y en ejercicio de funciones castrenses. En caso de duda de si el delito
es común o militar, se lo considerará como delito común. Sólo en caso de conflicto
armado internacional, y en la forma dispuesta por la ley, estos tribunales podrán
tener jurisdicción sobre personas civiles y militares retirados”, numerosos casos de
clara competencia de los tribunales ordinarios son usurpados por la Justicia Militar,
arrogándose funciones que no le corresponden, ante la actitud complaciente del
Ministerio Público.
Recientemente, el general Kanazawa mencionó un caso en que hubo heridos por
disparos de armas de fuego por parte de militares y en los que hubo hasta un niño
herido y la población urbana aterrorizada, y en el que entendería la Justicia Militar.
EL ESCENARIO POLÍTICO
En un reportaje realizado al presidente de la República con motivo de los cien días






































que “la parte más difícil fue este primer tramo. El Partido Colorado es conservador,
así como los otros partidos históricos” y en otro párrafo agrega que “la lucha es
contra la fuerza conservadora, reaccionaria o anacrónica que se resiste a desapare-
cer totalmente frente a la fuerza innovadora emergente, que todavía no tiene todo el
vigor, el impulso y el acompañamiento cultural para suprimir las viejas prácticas”.
Estimamos que el Dr. Nicanor Duarte Frutos ha dicho parcialmente la verdad y su
enfoque es correcto, pero no ha mencionado que los cambios que se están produ-
ciendo producen escozor en las mafias, cuyos tentáculos se hallan empotrados tam-
bién en los partidos políticos y principalmente en el Partido Colorado, y que se están
reagrupando en función a sus intereses espurios para que a través de mecanismos
democráticos puedan acceder de nuevo al poder político y continuar con la demo-
cracia formal y el país corrupto y desigual al que nos tienen acostumbrados.
CRISIS DE LA JUSTICIA AFECTA SERIAMENTE AL SISTEMA
DEMOCRÁTICO
Esta crisis de la justicia pone de manifiesto lo endeble del sistema democrático y las
falencias que impiden su vigencia plena.
La política está manipulada por las mafias integradas por los poderes fácticos que
impiden el surgimiento de liderazgos genuinos.
Una sociedad civil débil, incapaz de forzar las transformaciones estructurales que
requiere el Estado, fundamentalmente en el plano político, el de la justicia y el de la
administración pública, sobre la base de la igualdad establecida en el artículo 47 de
la Constitución Nacional.
Los criterios con los que se maneja la actual crisis permiten avizorar que no estamos
en presencia de cambios estructurales, sino de hombres dentro del mismo sistema,
por lo que nada hace suponer que el anhelo de justicia pueda concretarse en el
breve plazo.
El único camino posible es el fortalecimiento de la sociedad civil, de los gremios y
organizaciones sociales que fuercen la verdadera transformación para la vigencia
plena de un Estado Social de Derecho.
No es necesaria ninguna reforma. El eterno problema del Paraguay es el cumpli-
miento de la Constitución y la ley.
La lucha en el escenario político nacional se dará entre quienes pretenden la vigen-
cia de la Constitución y la ley y los grupos mafiosos, que intentarán mantener a sus




































Siguiendo las recomendaciones expresadas en el Informe de Derechos Humanos
2002, se sugiere adoptar las siguientes:
• Implementar una política transparente y técnica para llenar las vacancias en
los cuadros de magistrados/as y funcionarios/as del Poder Judicial y del Minis-
terio Publico, y particularmente el de los ministros de la Corte Suprema de
Justicia, asegurando los principios de igualdad e idoneidad.
• Aplicar de sistemas de selección y enjuiciamiento de magistrados/as observan-
do los principios de igualdad, idoneidad, formación y eficiencia, así como las
garantías y transparencia del debido proceso legal.
• Para la concreción del valor Justicia es necesario el efectivo cumplimiento de
la Constitución y la ley, en particular por parte de quienes ejerzan cargos en las
instituciones del Estado. También es necesario el fortalecimiento de la socie-
dad civil, de los gremios y organizaciones sociales que fuercen la verdadera














































LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y EL DEBIDO PROCESO PENAL
El ejercicio del poder punitivo estatal debe subordinarse a una serie de pautas pre-
vias (juicio previo y garantías adecuadas para la realización de un debido proceso)
que la Constitución Nacional, el Código Penal y el Código Procesal Penal regulan de
un modo amplio.
Conforme al catálogo formulado en la Constitución Nacional –artículos 11, 12, 13,
14, 16, 17, 18, 19 y 20-, toda persona contra la cual pudiera dictarse pena o san-
ción, en cualquier proceso, tendrá derecho a ser juzgada por tribunales competen-
tes, imparciales e independientes designados con anterioridad al hecho juzgado,
que la sentencia condenatoria que se dicte sobrevenga de un juicio previo cuyo
procedimiento se funde en una ley anterior y en el cual prevalezcan ciertas garantías:
• que se presuma su inocencia;
• que el juicio sea oral y público;
• que no se le juzgue dos veces por el mismo hecho y por las mismas causas;
• que la privación de libertad durante la tramitación del proceso (detención
preventiva y prisión preventiva) se decrete solamente cuando no existan otros
medios que mitiguen la restricción de la libertad locomotiva;
Desde el año 2002, y con mayor fuerza desde principios del 2003,
han aparecido  desafíos con relación a la vigencia del nuevo Código
Procesal Penal provenientes de algunos sectores de la opinión públi-
ca que sindican a la supuesta benignidad de las normas de dicho
código como responsable del crecimiento alarmante de la criminali-
dad y a la percepción de inseguridad ciudadana.
Derecho a las garantías judiciales
y al debido proceso
Alfredo Enrique Kronawetter Zarza




































• que no se le apliquen retroactivamente las leyes penales, salvo cuando sean
favorables al imputado o condenado;
• que cuente con un abogado defensor de su elección o, en su defecto, que el
Estado le provea uno en forma gratuita;
• que no se le obligue a prestar declaración contra su persona, la de su cónyuge
o parientes en segundo grado de afinidad y cuarto por consanguinidad;
• que pueda ofrecer, controlar e impugnar pruebas durante todo el procedimiento;
• que si no existe certeza en la acusación, corresponda su absolución por la
persistencia de una duda razonable;
• que el proceso y la prisión preventiva no duren más del plazo máximo estable-
cido en la ley;
• que las sanciones dictadas, tras el cumplimiento cabal de las pautas antes
señaladas, se ajusten a la reprochabilidad del acto concretamente probado en
el proceso, prescindiéndose de criterios subjetivos o de las condiciones parti-
culares del imputado para aumentar o agravar las sanciones que legalmente
puedan corresponderle, y;
• el derecho de recurrir que tiene el imputado contra las resoluciones que le
causan un agravio, con un criterio amplio que el Pacto de San José de Costa
Rica en su artículo 8.2.h) expresamente le reconoce.
En cuanto a la organización judicial que la Constitución establece para la realización
de un proceso con las garantías mínimas antes señaladas, el modelo de enjuicia-
miento oral y público establece una división de funciones bien precisa: por un lado,
el Ministerio Público, titular del ejercicio de la acción penal pública y de la protec-
ción de los intereses sociales, colectivos o difusos y de la víctima del delito, y por el
otro, la prohibición de que los jueces realicen actos de acusación o de investigación
de los delitos, con la finalidad de preservar su imparcialidad, ya que su labor central
es la de juzgar los hechos al momento de dictar sentencia definitiva.
SITUACIÓN QUE SE PRESENTA RESPECTO AL CUMPLIMIENTO
EFECTIVO DE LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y EL DEBIDO PROCESO
PENAL
Durante gran parte del año 2002 y principios del 2003, se tenían dos desafíos tras-
cendentales con relación a la vigencia desde hace casi tres años del nuevo Código
Procesal Penal, principalmente porque contra este instrumento se levantan sectores
de la opinión pública (formada por los medios de comunicación) y sindican a la
supuesta benignidad de sus normas frente al crecimiento alarmante de la criminali-
dad y a la percepción de inseguridad ciudadana.
Por una parte, las garantías del debido proceso, que no son más que reglamentacio-
nes de la propia Constitución Nacional, se consideran como la principal causa de
supuesto amparo que se confieren a los delincuentes (recuérdese que son personas














































de una cultura de “impunidad” que las leyes penales no pueden neutralizar, con lo
cual se percibe –desde una perspectiva interesada–, la necesidad de endurecer las
legislaciones, principalmente en lo referente a la utilización de la prisión preventiva
como pena anticipada (existen proyectos de leyes que persiguen que los imputados
por hechos punibles contra la propiedad, la vida, la integridad física, no se benefi-
cien con las “medidas alternativas o sustitutivas a la prisión preventiva”, así como
proyectos de leyes que aumentan las sanciones en delitos como el secuestro, el robo
agravado, etc.), la prohibición que el/la imputado/a ejerza sus derechos de impug-
nación de pruebas y la posibilidad de conferir mayores potestades a la Policía Nacio-
nal en su “combate frontal a la delincuencia”.
Con un escenario bastante desfavorable para la protección de las garantías judiciales del
debido proceso penal, la “presunción de inocencia” y el “juicio previo” son los derechos
del imputado/a que mayores desvirtuaciones soportaron en este período.
Datos proporcionados por la Oficina de Seguimiento y Evaluación (OSI) de la Corte
Suprema de Justicia (CSJ), revelan un crecimiento alarmante de los decretos de
prisiones preventivas sobre la base de la gravedad del hecho, cuando dicha circuns-
tancia, por sí sola, no es suficiente para justificar una restricción de la liberad du-
rante el proceso. En efecto, de 300 casos consignados en 6 Juzgados Penales de
Garantías en la Capital, en 236 casos se aplicó la restricción de libertad y en los
restantes medidas alternativas o sustitutivas consistentes en la prohibición al imputa-
do/a para salir del país, prisión domiciliaria y el otorgamiento de una fianza real o
personal (consistente en bienes muebles o inmuebles, sumas de dinero, etc.), por lo
que el porcentaje de restricciones de libertad (prisiones domiciliaras como sustitutivas
a la prisión preventiva) es mayor que el consignado precedentemente.
Si a esto se suma que las cauciones reales o personales (disponibilidad de bienes del
imputado o de un tercero garante) son de cumplimiento imposible para los imputa-
dos de escasos recursos –que conforman la población penitenciaria aproximada-
mente en el 87% del total de reclusos–, la realidad de la distorsión de la aplicación
de la prisión preventiva es que las personas que no disponen de bienes prácticamen-
te son sujetos de la prisión preventiva como pena anticipada, vulnerándose los artí-
culos 17.1 y 19 de la Constitución Nacional.
Especial importancia merece el régimen de las medidas “alternativas” o “sustitutivas”
a la prisión preventiva, ya que muchas resoluciones dictadas por algunos jueces y
tribunales conllevan serias sospechas que la confieren fuera de los presupuestos
que habilitarían su concesión. Estos casos, que aparentemente denotan hechos de
corrupción en cuanto al accionar de los magistrados, forman una opinión errónea
pero fuerte de sectores de la prensa y de la sociedad, para reputar que dichas institu-
ciones que garantizan la presunción de inocencia durante el trámite del proceso consti-
tuyen “per se”, un aliciente para la impunidad, cuando que los imputados de escasos
recursos siguen soportando los mismos padecimientos en cárceles más hacinadas, me-
nos confortables y con altas probabilidades de una degeneración antes que una readap-



































El derecho que tiene el imputado/a de contar con un abogado defensor de su elec-
ción o uno que le provea gratuitamente el Estado también se distorsiona en la reali-
dad judicial; el Código Procesal Penal establece que toda persona contra la cual se
formula una denuncia o es objeto de una investigación, podrá ejercer sus derechos
procesales –en especial, el de contar con un defensor técnico– a más tardar luego
de las seis horas de iniciada la investigación fiscal.
En los hechos resulta inaplicable la mayoría de las veces porque los propios fiscales
obvian tal comunicación para que se opere la garantía antes señalada o, en su caso,
cumpliéndola desconocen el ejercicio de la defensa del imputado, alegando que
mientras no formulen la imputación formal contra los prevenidos, no es necesaria la
asistencia del defensor. Sin embargo, dicha imputación la formulan en el 60% de los
casos (fuentes proveídas por la Corte Suprema de Justicia), con bastante posteriori-
dad al inicio mismo de la investigación. A pesar de no contar con fuentes fidedignas
de datos, salvo los casos de flagrancia, el Ministerio Público tarda entre quince días
a dos meses para formular el Acta de Imputación, por lo que el imputado queda sin
control de la investigación preliminar durante ese lapso importante.
Si bien algunos defensores plantearon las nulidades de los actos de investigación
realizados en dicho lapso –cuando el imputado se considera como tal por las previ-
siones del artículo 6 del CPP-, los Tribunales de Apelaciones en lo Penal y la Sala
Penal de la Corte Suprema de Justicia sostuvieron que siendo la investigación fiscal
una serie de actos carentes de repercusión jurisdiccional (salvo los casos de
allanamientos, anticipos jurisdiccionales de prueba o medidas cautelares), los mis-
mos no son susceptibles de nulidad, lo que produce la convalidación de tales activi-
dades, con grave afectación de los derechos del imputado.
En el 90% de los casos (datos proporcionados por Corte Suprema de Justicia) los
imputados, reciben la asistencia de defensores públicos, circunstancia que produce
una notoria distorsión en los hechos, ya que existe un alto grado de corporativismo
entre aquellos fiscales o jueces, por lo que se puede colegir que la defensa pública –
a más de la carencia de recursos y autonomía funcional– resulta insuficiente para
enfrentar la coyuntura de por sí ya desfavorable que soportan los imputados de
escasos recursos (normalmente, estos defensores obvian reclamar las inobservancias
procesales).  Esta distorsión operativa resulta ineficaz para señalar que se haya veri-
ficado un mejoramiento del sistema de la defensa pública en este contexto, con
algunas excepciones fundadas en la buena predisposición de ciertos defensores pú-
blicos, lo que constituye un elemento irrelevante para obtener una percepción aca-
bada acerca de su eficiencia en el marco de las garantías de la defensa en juicio.
En lo que se refiere a la declaración indagatoria del imputado, conviene advertir que
lastimosamente, y a pesar de constituir el acto principal de la estrategia de defensa,
no se cumple con las formalidades y seguridades que señalan los preceptos constitu-
cionales y procesales. Las normas señalan que éstas no son un medio de prueba,
pero sí un elemento de descargo que el fiscal debe analizar objetivamente para de-
terminar si existen elementos fundados o no para acusar, aspecto que en la práctica














































de inferir que la Fiscalía no le otorga suficiente trascendencia, con lo cual las posibi-
lidades del imputado de colaborar en la investigación o de estructurar una respuesta
conveniente a la imputación son insuficientes, lo que llevado al campo de que el
imputado asistido por un defensor público carece de suficientes recursos, produce
que su posición en el proceso sea altamente vulnerable.
Una práctica observada por un estudio del Instituto de Estudios Comparados en
Ciencias Penales y Sociales (INECIP - PARAGUAY) en el año 2001, es que si bien el
Código Procesal Penal excluye la posibilidad de que el imputado preste declaración
en sede policial, bajo pena de nulidad, se pudo constatar que en varios juicios orales
y públicos, cuando concurren policías o personal afectado a la Policía Nacional en
materia de prevención de delitos, declararon a los tribunales que gran parte de sus
informaciones la adquirieron por vía de la manifestación “espontánea” de los impu-
tados sobre el lugar donde se encontraban o donde escondieron ciertas evidencias
del ilícito. Es más, muchos “partes policiales” –figura que si bien no es la adecuada,
todavía pervive en la práctica de investigación preventivo - policial–, destacan la
confesión del imputado/a en sede policial sin la presencia o advertencia de un de-
fensor o familiar que pueda asesorar al prevenido, extremo que fue valorado por los
tribunales de sentencia para condenar a los imputados, con clara violación de las
reglas que prohíben la valoración de medios expresamente prohibidos como el apun-
tado.
En cuanto a la situación de la víctima, merece destacarse que hubo un aumento
importante de casos en los cuales el/la damnificado/a o perjudicado/a por el delito
obtuvo la reparación del daño particular, principalmente cuando la víctima asume el
rol de querellante particular, aspecto que permite obtener dos elementos trascen-
dentes:
a) que se sigue utilizando el mecanismo de las querellas con fines exclusivamente de
resarcimiento económico, y;
b) por ende, las víctimas de escasos recursos no disponen de la suficiente ayuda
o asistencia jurídica para lograr conciliaciones, propugnadas desde el Ministerio
Público, lo que permite inferir una situación desventajosa para obtener una rápida
satisfacción de sus reclamos, principalmente cuando carecen de recursos para
obtener asesoramiento de un letrado o proponer querella criminal.
Otro aspecto vinculado a la víctima es el relacionado con la ejecución de las senten-
cias condenatorias que la misma proponga –con la posibilidad que la ejerza el Mi-
nisterio Público, cuando se trate de personas de escasos recursos–, del relevamiento
de datos incompletos obtenidos en la circunscripción de Asunción y del Área Metro-
politana, se tiene que un porcentual reducido de víctimas (apenas un tres por ciento
(3 %) del total de las causas culminadas por sentencia condenatoria), promovieron
la ejecución de la sentencia ante el mismo juez o tribunal que dictó la sentencia, con
lo cual se puede inferir que la víctima todavía sigue desconociendo sus derechos en el
proceso penal, fundamentalmente porque no se visualiza una mayor carga de insumos a



































Finalmente, en cuanto a la garantía del imputado de contar con medios y recursos
que optimicen su defensa, así como que el Estado resuelva su situación en un plazo
razonable que se regula en el artículo 136 del Código Procesal Penal, la situación es
bastante deficitaria respecto a los mandatos constitucionales e internacionales de
derechos humanos.
Por un lado, la etapa que permitirá la realización del juicio oral y público se denomi-
na “intermedia”, momento que permite depurar los actos irregulares o que están
viciados de nulidad absoluta (allanamientos sin orden precisa, secuestro de eviden-
cias que carecen de sustento jurídico, acusaciones sin la debida comunicación de la
imputación al afectado, etc.), actividad que tendrían que desarrollar activamente los
jueces penales de garantías. Sin embargo, dicho temperamento no se verifica en la
práctica porque los magistrados son renuentes a intervenir en el sentido de rechazar
planteamientos de la Fiscalía o de la acusación particular que carezcan del suficiente
respaldo legal, lo que conspira con el principio de “presunción de inocencia” e
“igualdad de oportunidades procesales”.
Asimismo, se produce una distorsión en el cumplimiento de los plazos para la reali-
zación de las audiencias preliminares, con lo cual se produce una doble sensación
negativa para los justiciables y la sociedad en general: por una parte, la demora que
afecta notoriamente la vida del imputado que todavía no puede obtener una resolu-
ción definitiva en un plazo razonable y, por la otra, los casos emblemáticos que se
extinguieron a los tres años con la consecuente carga de impunidad e inseguridad
jurídica que la sociedad percibe y culpa al Poder Judicial.
En la actualidad –siempre ciñéndonos a la información proporcionada por la Corte
Suprema de Justicia– existen más de 900 procesos penales pendientes de audiencia
preliminar y, por ende, sin posibilidades de desarrollar el juicio oral y público, que
es la garantía central del proceso penal. Si a esto añadimos que la mayoría de los
procesos señalados tienen una demora en término medio del año y medio, es alta-
mente probable que se operen “extinciones”, en casos emblemáticos, mientras que
los procesos con imputados de escasos recursos sigan esperando un juicio previo
como lo exige la Constitución Nacional, con el agravante de que en su gran mayoría
están privados de libertad en forma preventiva.
RECOMENDACIONES
Del cotejo de datos –que no son definitivos, pero que sirven para tener un panorama
más o menos ponderable para proponer y recomendar medidas atinadas–, con el
esquema de garantías del debido proceso diseñado en la Constitución y en los con-
venios y pactos internacionales de derechos humanos, se pueden puntualizar las
siguientes recomendaciones que permitirían un mejoramiento de las distorsiones














































Al Poder Judicial, en general:
• implementar una oficina central de datos y estadísticas con el pertinente segui-
miento de los procesos penales, fundamentalmente en cuanto al cumplimien-
to de las garantías judiciales o, en su caso, visualizando los obstáculos que
impiden la optimización de los mandatos constitucionales;
• la necesidad de que las fuentes de datos que organicen los distintos estamentos
que están involucrados en la administración de justicia penal actúen en forma
coordinada y recíproca;
• proponer un proyecto de ley que organice con autonomía y autarquía el Minis-
terio de la Defensa Pública, para lo cual la Corte Suprema de Justicia podría
usufructuar su potestad de iniciativa legislativa;
• en igual sentido, que la Corte Suprema de Justicia intervenga activamente en
las propuestas de reformas parciales que tuvieran entrada formal en el Con-
greso Nacional, principalmente en la defensa de ciertas instituciones procesa-
les vinculadas al diseño internacional de los derechos humanos
(excepcionalidad de la prisión preventiva, evitación de límites formales para
la concesión de medidas que permitan la libertad del imputado durante la
tramitación del proceso, plantear la inclusión de la acción popular en hechos
punibles vinculados a la violación de derechos humanos esenciales y contra el
erario, la defensa de un plazo expresamente establecido en las leyes procesa-
les para la culminación de los procesos penales y ampliar la participación
ciudadana en procesos penales de menor relevancia como la inclusión de
jurados a los efectos de dotar de mayor transparencia a la labor de la adminis-
tración de justicia);
• mientras no se cuente con una Ley Orgánica de la Defensa Pública, disponer
de medidas para que su organización cuente con mecanismos más selectivos de
gestión de sus operadores y conferirle una mejor dotación administrativa concor-
dante con las responsabilidades que el Código Penal y Procesal Penal le asignan; y
• reestructurar el sistema de implementación de la etapa intermedia para evitar
las dilaciones innecesarias, sancionando a los jueces y funcionarios que reite-
radamente incumplen con los plazos procesales, ya que tales demoras van en
directo perjuicio de los imputados de escasos recursos.
Al Ministerio Público:
• dictar resoluciones, dentro de las competencias asignadas a la Fiscalía Gene-
ral del Estado por su Ley Orgánica, que prohíban que los imputados no cuen-
ten con la información necesaria para proveerse de abogados defensores en la
forma señalada por el artículo 6 del Código Procesal Penal;
• aplicar sanciones a los funcionarios fiscales que incumplen con ciertas prohi-
biciones expresas en el Código Procesal Penal: formular acusaciones sin fun-



































convalidar diligencias de investigación sin la presencia efectiva de un defensor,
o cuanto menos con el expreso conocimiento por parte del imputado, de que
tiene el derecho de optar con un abogado de su confianza y solicitar las revi-
siones de medidas cautelares, cuando se hayan disipado los motivos para una
privación de libertad;
• otorgar especial cuidado a las víctimas, principalmente las que carecen de
recursos o de suficiente preparación para entender los alcances de la investi-
gación que desarrollan los agentes fiscales;
• derogar las recomendaciones o resoluciones que se opongan a los fundamen-
tos y naturaleza de las medidas cautelares de orden personal, como lo prevén
los estándares constitucionales, el Código Procesal Penal y el derecho interna-
cional vigente;
• evaluar periódicamente los casos para evitar trastornos que conspiren en el
buen cumplimiento de las garantías del debido proceso;
• implementar de “modelos de despachos fiscales” para optimizar las labores
de los fiscales e incurrir en superposición de tareas que conspiran contra el
buen funcionamiento del representante de los intereses sociales; y,
• dotar de mayor participación y protagonismo a la Dirección u Oficina de Derechos
Humanos en el control del estricto cumplimiento de las garantías del debido pro-
ceso, así como la de permitir que dicha instancia provea información confiable a






















































En este periodo de nuevo no hubo avances en la implementación de la Ley 838/96
“Que indemniza a víctimas de violaciones de derechos humanos durante la dictadu-
ra de 1954 a 1989”. Se han dado, sí, importantes pasos para la conformación de una
Comisión de Verdad y Justicia que investigue y aclare los hechos violatorios ocurri-
dos en ese tiempo, con miras a una justa y adecuada indemnización. A tal efecto se
formó la Mesa Coordinadora “Memoria Histórica y Archivos de la Represión”, cuyas
actividades reseñamos aquí brevemente.
REPARACIÓN A LAS VÍCTIMAS DE VIOLACIONES A LOS DERECHOS
HUMANOS
El marco normativo establece que la reparación a las víctimas de violaciones a los
derechos humanos debe ser integral y es responsabilidad del Estado hacerlo de
manera rápida y efectiva, tomado como fundamento que es el primer obligado a
respetar y garantizar los derechos humanos1 y que cuando existe una violación a los
1 Artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos:
“Obligación de respetar los derechos
“1. Los Estados partes en esta Convencion se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminacion alguna por
motivo de raza, color, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posi-
ción económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
“2. Para los efectos de esta convención, persona es todo ser humano”
Signo de esperanza de lograr la reparación:
la Comisión Verdad y Justicia
Dionisio Gauto
ÑEMONGETARÃ, Programa de Educación Popular
Raquel Talavera
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) Paraguay
Muy lejos de lograr la reparación integral, las víctimas, verdaderos
héroes en la lucha por la libertad y la democracia deambulan tristes
en el local de la Defensoría del Pueblo buscando la indemnización a



































derechos fundamentales por acción u omisión, debe reparar el daño, restablecer los
derechos conculcados, tomar medidas legislativas o de otro carácter que fueren
necesarias para evitar la repetición en el futuro de las transgresiones cometidas.
Es víctima en sus derechos fundamentales todo ser humano que sea violado en sus
derechos por parte del Estado, ya sea por funcionarios o por cuenta del gobierno, ya
sea por acción directa o por omisión. Es decir que el Estado debe tener políticas
públicas que otorguen igualdad de oportunidades para el pleno goce y ejercicio de
los derechos fundamentales a todos los habitantes bajo su jurisdicción y que no sean
meras letras muertas en tratados y leyes.
En caso de cometerse delitos en donde el Estado no tiene responsabilidad, no se
están violando los derechos humanos en principio, pues el Poder Judicial, parte del
gobierno conjuntamente con el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo, debe dar res-
puesta y solución a la víctima de un delito. En el hipotético caso de que el Estado no
lo haga recién allí podría hacerlo incursionar en responsabilidad por falta de acceso
a la justicia2 o el irrespeto a las garantías judiciales3.
La protección para la vigencia de los derechos humanos transciende los límites del
territorio nacional, ya que existe, una protección internacional de estos derechos
por organismos internacionales; sean éstos universales, como las Naciones Unidas,
la Corte Penal Internacional, o regionales, como el Sistema Interamericano de Pro-
tección de los Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos, los
cuales actúan de manera siempre subsidiaria, salvo medidas cautelares urgentes.
Por tanto, ante un incumplimiento del deber del Estado de reparar las violaciones de
los derechos humanos cometidos y que no encontraron respuesta a nivel nacional,
pueden recurrir a los organismos internacionales, pero siempre agotando los recur-
sos internos previamente, salvo excepciones:
 • Como ser que en el Estado no exista la legislación para acceder a la justicia
interna que asegure el debido proceso legal para la protección del derecho
que se alega ha sido violado.
 • Que no se haya permitido al lesionado en sus derechos el acceso a los recur-
sos de la jurisdicción interna o haya sido impedido de agotarlos.
 • Retardo de justicia.
La obligación del Estado de reparar debe dar satisfacción a las victimas restablecien-
do los derechos conculcados, dar satisfacciones morales, indemnizaciones econó-
micas, atención medica, derecho de acceso a la verdad y siempre adoptando el Esta-
do medidas de no repetición de las violaciones.
En su historia, el Estado paraguayo únicamente indemnizó, juicio mediante, al Capi-
tán Napoleón Ortigoza, conocida víctima de la dictadura stronista.
2 Artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.






















































LEY 838/96. INDEMNIZACIÓN A VÍCTIMAS DE LA DICTADURA
STRONISTA
Esta ley está muy lejos de brindar reparación integral a las víctimas, verdaderos
héroes en la lucha a favor de la libertad y la democracia representativa y participativa
en el Paraguay. Tristemente estos luchadores deambulan en el local de la Defensoría
del Pueblo buscando el cumplimiento de la Ley 838, a la cual además de ser insufi-
ciente en sí, se le suman exigencias innecesarias requeridas por el Defensor del
Pueblo Manuel María Páez Monges, responsable del cumplimiento de la ley de refe-
rencia, así como de recepcionar las denuncias y calificar las indemnizaciones. En
este sentido, la resolución N° 82/02 de la Defensoría establece normas de procedimien-
tos referentes a los expedientes tramitados ante la Defensoría del Pueblo. Fue dictada
luego de casi un año y establece requisitos no exigidos por la Ley 838 (Anexo 1).
Hasta el cierre de edición de este informe, el Defensor del Pueblo dictaminó 197
resoluciones de indemnización. Se puede observar que algunos son adjudicados
con jornales mínimos establecidos en la ley. Nadie aún ha hecho efectivo estos ínfi-
mos montos para tan grandes sacrificios de hombres y mujeres (Anexo 2).
El gobierno que asumió el pasado 15 de agosto ha dado algunas muestras de volun-
tad política para combatir la impunidad y hacer respetar los derechos humanos. Con
el cambio del titular de la Procuraduría General de la República se espera superar
las trabas que venía poniendo el anterior Procurador para la aplicación de la Ley
838. Por otro lado, el nuevo Parlamento ha convocado para el nombramiento de un
nuevo Defensor del Pueblo, de quien también se espera mayor sensibilidad y compromi-
so con el derecho que tienen las víctimas de las represiones.
La reparación moral no se ha dado en ningún caso, pese a que ésta debió haberse
cumplido con respecto a las víctimas de violaciones de derechos fundamentales. La
ley 838, en su artículo 9, determina que el Congreso podría conferir medallas y
diplomas a las víctimas en consideración a sus relevantes sacrificios en defensa de la
libertad y la democracia. A pesar de haberse solicitado en reiteradas ocasiones tales
medallas y diplomas, aún no se ha obtenido respuesta parlamentaria.
Estos valientes no solo deben cobrar inmediatamente las ínfimas indemnizaciones
previstas en la Ley 838: deben asegurárseles tratamiento médico y darle satisfaccio-
nes morales, como medallas, diplomas, monolitos, calles y plazas con sus nombres.
En nuestro país solo se conoce una calle con el nombre de un héroe desaparecido,



































LAS DESAPARICIONES FORZADAS DURANTE LA DICTADURA
STRONISTA
En caso de las víctimas de desapariciones forzadas, sería una reparación moral
inigualable para sus familiares encontrar el lugar donde yacen los restos de sus
seres queridos. Hasta que esto no ocurra, constituye una tortura permanente para
sus seres queridos.
Hasta la fecha ha ocurrido un solo caso de hallazgo de un desaparecido, aunque se
tiene la esperanza de que no sea el último. Se trata del héroe de la Guerra del Chaco
y comandante del “Movimiento 14 de Mayo” Tte. Blas Ignacio Talavera, quien herido
fue detenido con su esposa Gilberta Verdún, su hijo Carlos Talavera y Juan Ventre
Buzarquis. Talavera, estando ya gravemente herido, fue atado con alambres de púas,
martirizado y degollado. Sus restos fueron encontrados en la localidad de Capitán
Meza el 10 de octubre del año 2003 y traslados luego a Asunción, donde sus familia-
res, compañeros de lucha y amigos le rindieron homenaje en la “Casa del Pueblo”
del Partido Febrerista, para luego darle cristiana sepultura.
VIOLACIONES NO REPARADAS DE DERECHOS HUMANOS LUEGO
DE 1989
Lastimosamente con la ida del dictador Alfredo Strossner no se terminaron las viola-
ciones de los derechos humanos, pues existen 82 campesinos asesinados en mani-
festaciones, 1 sindicalista, más de 100 niños soldados muertos en los cuarteles y 2
desaparecidos, Marcelino Gómez Paredes y Cristian Ariel Núñez, cuyos padres, su-
midos en una terrible depresión, con la esperanza diaria de encontrar con vida a sus
hijos, no pueden acceder a la verdad. Ninguna de estas víctimas fueron reparadas de
ninguna forma, y lo que es más grave aún: tales violaciones de derechos humanos
quedan en la más absoluta impunidad.
NACE UNA NUEVA ESPERANZA DE REPARACIÓN PARA LAS VÍCTIMAS:
LA COMISIÓN VERDAD Y JUSTICIA
Un poco de historia
El inicio de esta nueva movilización arranca en octubre de 2002 con la presencia en
el país de la Asociación de Investigación y Estudios de Archivos de América Latina,
presidida por el sociólogo francés Alain Touraine, secundado por Sophie Thonon y
Eduardo Valenzuela, con ocasión de recordarse el décimo aniversario del descubri-
miento del “Archivo del Terror”, que contiene la documentación oficial de varias
décadas de violaciones de derechos humanos cometidos por la dictadura stronista,






















































En ese marco, entre los días 28 y 29 de octubre se realizaron dos importantes even-
tos: por un lado, un foro público en la Facultad de Filosofía de la Universidad Nacio-
nal con la denominación de “Memoria y archivos de la represión, debates para el
futuro”, y luego otros encuentros y debates en el local de la Universidad Católica con
organizaciones de derechos humanos, víctimas de la dictadura, investigadores/as, perio-
distas, figuras representativas del mundo político, social, parlamentario y judicial.
Estos encuentros permitieron el debate sobre los archivos de la represión, los nue-
vos archivos a descubrirse, el rescate de testimonios orales de los sobrevivientes y la
necesidad de urgir la debida reparación a las víctimas de graves violaciones de sus
derechos humanos durante la dictadura stronista.
De estas reflexiones salieron tres iniciativas fundamentales, a saber: la creación de
una Comisión de Verdad y Justicia, la declaración del año 2003 como “Año de la
Memoria Histórica” y la organización de un Museo de la Represión. Tres emprendi-
mientos que se complementan en sus objetivos y que deben llevar a la reparación a
las víctimas de la dictadura.
• Con el Año de la Memoria Histórica se está dando a conocer ese pasado
funesto de violaciones de elementales derechos humanos, para conocimiento
de la ciudadanía en general y de la nueva generación en particular, a fin de que
nunca vuelva a repetirse. Se busca asimismo incentivar el conocimiento y la
búsqueda de documentaciones sobre la represión y el reconocimiento y la
reparación de las víctimas. Con la sensibilización de la opinión pública y los
medios de comunicación social, hoy por hoy totalmente ajenos a esta preocu-
pación por los derechos violados y por la urgencia de la reparación, se preten-
de preparar el terreno para el siguiente emprendimiento.
• Comisión de Verdad y Justicia: su principal objetivo es el esclarecimiento
de los casos de graves violaciones de derechos humanos, tales como las des-
apariciones y ejecuciones sumarias de personas durante la dictadura, los ca-
sos de torturas, así como la determinación de las responsabilidades persona-
les e institucionales, el impulso de la investigación y el rescate de la documen-
tación sobre estos casos, todos con miras a promover la reparación jurídica,
social, económica y moral de las víctimas de la dictadura. Al respecto de la
conformación de esta Comisión se han realizado, durante este año, varios avan-
ces, comenzando por la aprobación de la Ley que crea la Comisión de Verdad
y Justicia, y en los últimos meses, los pasos destinados a la conformación de
esta Comisión.
• El Museo de la Memoria, por su parte, actualmente en formación, se cons-
tituirá como una entidad que adquiera, conserve, investigue, comunique y ex-
hiba los testimonios documentales de la represión stronista y los procedimientos
que se utilizaron durante ella contra los detenidos.
Estas iniciativas se llevan adelante a través de la Mesa Coordinadora “Memoria His-
tórica y Archivos de la Represión”, integrada por: la CODEHUPY, el Comité de Igle-
sias para Ayudas de Emergencia, el Movimiento Nacional de Víctimas de la Dictadura



































nidad, Comisión Nacional de Derechos Humanos, Sindicato de Periodistas del Para-
guay, Universidad Católica de Asunción, Centro de Documentación y Archivo del Poder
Judicial, Unidad de Derechos Humanos de la Corte Suprema de Justicia y la Dirección de
Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Trabajo, en un esfuerzo coordinado entre
sociedad civil y sector oficial.
PARTICIPACIÓN DEL PARLAMENTO
Al término de los encuentros y debates con la presencia de Alain Touraine, una
delegación se entrevistó con la presidencia del Congreso Nacional logrando su com-
promiso para la efectivización de las iniciativas propuestas. La participación parla-
mentaria se concretó a través de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de
Senadores y su presidente, Luis Alberto Mauro.
Como primer paso se realizó un seminario en diciembre de 2002 con el nombre de
“Verdad y justicia, acciones concretas para la creación de una comisión”. Con la
colaboración de Belisario dos Santos y Beatriz Afonso, del Brasil, y con la participa-
ción del sector oficial y la sociedad civil, se analizó el por qué y el para qué de una
Comisión de Verdad y Justicia, se estudiaron las experiencias existentes en otros
países en la materia y se llegaron a establecer los elementos a ser tenidos en cuenta
en un proyecto de ley para la creación de esta comisión. Así surgió el primer borra-
dor que se fue perfeccionando en la Mesa Coordinadora hasta su presentación a la
Cámara de Senadores. Entre sus fundamentos cabe resaltar la necesidad de esclare-
cimiento de las circunstancias en que se produjeron las acciones estatales de siste-
mática represión política entre los años 1954 y 1989 para que no queden impunes,
el deber del Estado paraguayo de garantizar a la sociedad paraguaya el derecho a la
verdad, aplicando la justicia a todos los responsables de estas graves violaciones.
Promulgación de la ley “por la cual se crea la Comisión de Verdad y
Justicia”
El proyecto de ley fue aprobado en el Senado el 19 de junio de 2003, con la modifi-
cación del artículo referente al periodo de investigación de la comisión, el cual fue
extendido hasta nuestros días. El 11 de setiembre la Cámara de Diputados sancionó
la Ley Nº 2.225 “por la cual se crea la Comisión de Verdad y Justicia”, y luego el
Poder Ejecutivo, el 16 de octubre de 2003, la promulgó, entrando al día siguiente en
vigor. Mediante esta ley se tendrá en Paraguay una comisión investigadora de carác-
ter oficial para el conocimiento de la verdad sobre los desaparecidos, ejecutados
sumariamente, exiliados y otras víctimas de graves violaciones de sus derechos, para
que el ≠Estado asuma su responsabilidad, promueva la acción de la justicia contra
los responsables y proceda a la debida reparación a las víctimas. La ley mencionada
ha otorgado a la Comisión de Verdad y Justicia un plazo de 18 meses para su funcio-























































• Apoyar las acciones emprendidas por la Mesa Coordinadora “Memoria Histó-
rica y Archivos de la Represión”.
• Lograr el apoyo irrestricto a la Comisión de Verdad y Justicia de parte de las
instituciones del Estado, así como de las organizaciones de la sociedad civil,
para el cabal cumplimiento de sus nobles objetivos.
• Avanzar en la formación del Museo de la Memoria a fin de conservar en él los
testimonios de la represión stronista y divulgar a las generaciones presentes y
futuras el “Nunca más” a esos actos de represión.
• Indemnizar en la mayor brevedad a las víctimas de la dictadura stronista. En
este sentido, la responsabilidad de la Defensoría del Pueblo, de la Procuraduría
de la República y de otras entidades del Estado debe ser comprometida y efec-
tiva para cumplir tal obligación legal.
• Conceder reconocimiento público, con medallas, diplomas u otros, a los luchado-
res contra la dictadura stronista y en defensa de la libertad y la democracia.
• Comprometer al Estado en la búsqueda activa de los/las desaparecidos/as, a fin de
encontrarlos y lograr acceder a la verdad real acerca de tales desapariciones.
• Acabar con la impunidad existente respecto a las violaciones de derechos hu-
manos cometidos durante y post dictadura stronista. En su caso, otorgar las
reparaciones integrales, como es obligación del Estado respecto a las víctimas






































"QUE INDEMNIZA A VICTIMAS DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS DURANTE
LA DICTADURA DE 1954 A 1989”.
EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE LEY
Artículo 1o.- Las personas de cualquier nacionalidad que durante el sistema dictatorial imperante en el
país entre los años 1954 a 1989 hubieren sufrido violación de sus derechos humanos, a la vida, la
integridad personal o la libertad por parte de funcionarios, empleado o agentes del Estado, serán indem-
nizadas en los términos de la presente Ley. Las mismas tendrán un plazo de treinta meses a partir de la
promulgación de esta Ley para la presentación del reclamo correspondiente.
Articulo 2o.- Las violaciones de derechos humanos por cuestiones políticas o ideológicas, que se indem-
nizarán por esta Ley, son las siguientes:
a) Desaparición forzada de personas;
b) Ejecución sumaria o extra judicial;
c) Tortura con secuela física y psíquica grave y manifiesta; y,
d) Privación ilegitima de libertad sin orden de autoridad competente o en virtud de proceso o condena
por aplicación de las Leyes No. 294 del 17 de octubre de 1955 y No. 209 del 18 de setiembre de 1970,
por más de un año.
Articulo 3o.- A los efectos de la substanciación de los reclamos indemnizatorios, el afectado deberá
recurrir ante la Defensoría del Pueblo, la que se encargará de evaluar las pruebas ofrecidas previo vista
al Procurador General de la República por treinta días y resolverá sobre la calificación e indemnización
correspondientes, dentro del plazo de noventa días, contados a partir de la presentación del recurrente,
de conformidad con los artículos 2º. y 6º.de la presente Ley.
Articulo 4o.- A los efectos de acreditarse la violación de los derechos humanos, se admitirán los medios
de pruebas previstos en las normas procesales civiles.
Articulo 5o.- Las violaciones de los derechos humanos, a que se refiere el artículo 2º. de la presente Ley,
serán indemnizadas de acuerdo con la siguiente escala.
a) Las violaciones previstas en los incisos a) y b) del artículo mencionado, 3.000 (tres mil) jornales
mínimos legales para actividades no especificadas;
b) La violación prevista en los incisos c) del articulo mencionado, hasta 2.500 (dos mil quinientos)
jornales mínimos legales para actividades no especificadas; y,
c) Las violaciones previstas en el inciso d) del artículo mencionado, 500 (quinientos) hasta 1.500
(mil quinientos) jornales mínimos legales para actividades no especificadas.
Articulo 6o.-Las indemnizaciones establecidas en los incisos a) y b) del artículo 7º.podrán ser demanda-
das por el cónyuge supérstite o los parientes consanguíneos hasta el primer gado.
Articulo 7o.-Las indemnizaciones previstas en el artículo 5º. no podrán acumularse.
Articulo 8o.- El Poder Ejecutivo abonará las indemnizaciones concedidas con fondos provenientes de
Obligaciones Diversas del Estado.
Articulo 9o.- Sin perjuicio de las indemnizaciones, el Congreso Nacional podrá conferir a las victimas a
quienes se refiere esta Ley, medallas y diplomas como testimonio de desagravio oficial de parte del Estado
Paraguayo y en consideración a sus relevantes sacrificios en defensa de la libertad y la democracia.
Articulo 10o.- Las indemnizaciones establecidas en la presente Ley son independientes del perjuicio
económico sufrido por causa política durante el periodo señalado en el artículo 1o. de la misma. Para el
resarcimiento de dicho perjuicio, el afectado deberá probar ante la justicia ordinaria del monto del
perjuicio así como su motivación política.
Articulo 11o.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Aprobada por la Honorable Cámara de Senadores el veintiún de noviembre del año un mil novecientos
noventa y cinco y por la Honorable Cámara de Diputados, sancionándose la Ley, el veintinueve de marzo











































































































Tránsito Corazón Benítez Rojas
Efrén Federico González Díaz




Felipe Neri Alcaraz Rios
César Esteban Acosta Gómez
María Esther Cerdán de Rodríguez
Humberto Fulvio Rodríguez González
Cristóbal Ortiz Lovera
Severo Acosta





Juan Moisés Gómez Hansen
José del Pilar Bordón
Livio Enrique González Santander
Victorio Villalba Suárez
Carsten Herman Dose Cáceres






































































































NÓMINA DE BENEFICIADOS POR LA LEY Nº 838/96























































































Juan Bautista Aquino Rodríguez
Cándido Luis Clerici
Rosalía González de Valdez
Porfiria Guerrero de Martínez
Juan Rolón
Blasida Falcón Escobar
























Felipe Ramón Flores López




Carlos Jorge Sallaberry Arman
Agustín Benítez Giménez




































































































































































































Francisco Humbelino Delgado Candia
Ananías Maidana Palacios
Neris Ángel Areco Britez
Luciano Centurión
Carlos Amado Cardozo Rodas
Marcelino Burgos Delvalle







Clotilde Reina Esquivel de Silva
Presenta Fernández de Paredes
Ladislao Villán Franco
Cristina Benítez de Gómez
Apolinario Cappo Sánchez
José Miguel Guerrero González
Miguel Ángel Aquino Fernádez
Moisés Nelio López Casco


















José María Olmedo Montanía
Derlis Benítez















































































































































































Juan Jerónimo Ventre Buzarquis
Enrique Medina Acuña
Eugenio Ozorio













José Gill Ojeda Felskan
Arsacio Guerrero Lezcano
Adolfo Domicio Marín Ramírez
Pedro Vargas
María Saturnina Almada Vda. De Silva
Bonifacio Flores
Jorge Torres Valenzuela
María Sixta Cardozo de Fernández
Pedro Benítez Galeano
Felipa Adolfina Melgarejo de López









Saturnina Almada por Alfonso Silva Quintana
Silvio Ramón Fernández
Pablo Justiniano Valdez González
Eduardo Jacquet Moreno
Aníbal Rodolfo Miguel Franco
Eligio Castruccio Peralta









































































































































































































Aníbal Eugenio Florentín Alarcón
Gervacio González
Calixto Ramírez Sánchez
Luis Gerónimo Toledo Britos
Albino Rolón Centurión
Ignacia Almada López de López
Claudelina Martínez de Velazco
Pascual Ojeda Reyes
Edmundo Gerónimo Paredes




Agripina Portillo Vda. De Grau
Heriberto Ramón Florentín López








José del Rosario Martínez Irala
Hermenegildo Silva
Juan Carlos López Estigarribia










Juana Pelagia Samudio Vda. de Soler
Eulalia Leguizamón de Gómez
Víctor Martínez Morel


































































































































































Carlos Porfirio González Gómez
Rita Rodríguez Vda. de Fernández
Francisco Vera
Bonifacio Castillo
Arnaldo Salvador Delgado Candia











Osvaldo Benjamín Ruiz Arce
Juan Porfirio Servín Molinas
Antoliano Cardozo Reyes
Ricardo Aureliano Aguayo
Justo Eduardo de Amarilla
Julia Jacquet de Fernández
Augusto Domínguez Pérez






María Román Morel de Benítez
De Lo Santo González Irala
Federico Augusto Alcorta B. (por
Alfredo Enrique Alcorta)
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195/03
196/03
197/03
198/03
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201/03
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210/03
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216/03
217/03
218/03
219/03
220/03
221/03
222/03
223/03
224/03
225/03
229/03
900
1100
1000
1500
1100
900
1000
1500
900
1500
600
500
1700
2500
800
900
500
300
200
2500
950
1500
1000
1500
1200
200
1200
1500
600
1500
800
1500
2500
